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Señores miembros del Jurado: 
La presente investigación titulada: el principio de la imputación necesaria en los 
delitos de lavado de activos, que se pone a su consideración tiene como propósito, 
proponer una mejor imputación concreta o necesaria frente a la problemática que 
se traduce en daños, ocasionada por las malas imputaciones, cuyo fundamento es 
garantizar la que un proceso de investigación no sea declarado rechazado por el 
poder judicial.  
El desarrollado del presente trabajo de investigación constituye una satisfacción 
académica, el cual ha sido realizado con denodado esfuerzo y motivación buscando 
realizar un aporte jurídico significativo al debate doctrinario. Es por ello, que dediqué 
tiempo y energía en el análisis de fuentes normativas y jurisprudenciales que 
hicieron posible abordar y contextualizar el tema; asimismo, incidir en la 
problemática que con el juicio de expertos me permitió establecer con claridad sus 
implicancias e hipótesis. 
De acuerdo con el reglamento de grados y títulos de la universidad César Vallejo, 
la investigación se ha organizado de la siguiente manera: en la parte introductoria 
se consignan los antecedentes  y la formulación del problema, estableciendo en 
este, el problema de investigación, los objetivos e hipótesis generales y específicos, 
la fundamentación científica, teórica y la justificación; en la segunda parte se abordó 
el marco metodológico en el que se sustenta el trabajo como una investigación 
desarrollada en el enfoque cualitativo, de tipo de estudio orientado a la comprensión 
a la luz del diseño de estudios de casos. Acto seguido se detalló los resultados que 
permitieron arribar a las conclusiones y sugerencias, todo ello con los respaldos 
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La investigación realizada trata de contar con una mayor información respecto a la 
imputación necesaria y su florecimiento en el Nuevo Código Procesal Penal, en la 
cual la falta de buenas imputaciones por parte de los administradores de justicia 
penal, no solo en los diversos delitos masa o comunes sino también en los delitos 
de lavado de activos tiene como consecuencia que las denuncias al momento de 
solicitar la prisión o al momento de ir a juicio, dicho proceso se han venido 
rechazando por la falta y sobre todo por la correcta imputación. La presente 
investigación usa el método cualitativo, con lo cual el investigador informa con 
objetividad claridad y precisión acerca de las observaciones que él mismo realiza 
del mundo social, así como las experiencias que de los demás recoge. 
 
















The investigation carried out tries to have more important information regarding the 
necessary imputation and its flowering in the New Code of Criminal Procedure, in 
which the lack of good intentions imputations on the part of criminal justice 
administrators, not only in cases of misdemeanors or communistian also in the 
crimes of money laundering has the consequence that the complaints at the time of 
requesting the prison or at the time of going to trial, this process has been rejected 
for the lack and above all for the correct imputation. The qualitative method, with 
which the researcher informs with objectivity clarity and precision about the 
observations that he himself makes the social world as well as the experiences that 
of the others, collects. 
 




























El actual problema que se presenta en la actualidad por parte de los operadores del 
Sector Público y/o Privado, específicamente al momento de imputar un hecho 
delictivo en agravio del estado o de un supuesto investigado, es que en algunos de 
los diversos distritos judiciales a nivel nacional, donde se está aplicando el Nuevo 
Código Procesal Penal, es que, todos los actos delictivos son y se puede aplicar la 
contradicción. Dichos Procesos debido a las malas imputaciones los magistrados 
del Poder Judicial rechazan la denuncia e imputaciones realizadas, estos a su vez 
pueden ser rechazadas mediante la interposición de una tutela de derecho, el cual 
dispone su total invalidez y/o ilicitud, los cuales depende de los diversos actos de 
investigación.  
Asimismo el mismo avance de la tecnología, la ciencia, la misma expansión y 
globalización e internacionalización de economía, han servido para que se generen 
nuevas formas de delitos, no solamente a nivel nacional sino también a nivel 
internacional, esto dado a su división de tr5ab ajo ya sea en un área especificada o 
grupal, o una distribución importante de diferentes roles y actividades, actividades 
relacionadas al tráfico ilícito de drogas, trata de personas, tráfico de armas, 
corrupción de funcionarios, usurpación, usurpación, falsificación de documentos 
extorsión, querella o difamación, acción ilícita para delinquir y otros más.  
Las diferentes formas del delito de lavado de activos ya sea de ocultamiento o 
tenencia, transferencia transporte, dado que una vez adquirido la propiedad ya sea 
de bienes muebles inmuebles, manifestando que se ha adquirido de manera ilícita, 
estos buscan darle una apariencia de legalidad, a través de diversas formas con 
co0lusiojn con registradores públicos, árbitros, fiscales, y otros, como lo ha 
mencionado la Fiscal de la Segunda Fiscalía Supraprovincial Corporativa 
Especializada en Delitos de Lavado de Activos y Pérdida de Dominio. 
 




Asimismo a través de la Formalización de la Investigación Preparatoria (FIP), se 
busca tener y poder concretar una concreta y puntual imputación concreta, razón 
por el cual el Fiscal basado en su Norma Penal, como lo es el Nuevo Código 
Procesal Penal, propondrá que las vinculaciones que puedan haber sido realizadas 
por los diversos mandos del delito de lavado de activos deberán estar vinculada al 
hecho punible para que sean atribuidas a una persona. 
 
No se puede solo afirmar al cien por ciento de que con una proposición fáctica ya 
tenemos una imputación concreta, sino que todo va de la mano para que se 
configure un delito. 
 
Afirmar respecto a un hecho punible y responsabilidad sin alguna base o 
fundamento, se denomina flausvocis (palabras que se lleva el viento). Cuando la 
proposición es afirmativa respecto a un hecho concreto, el imputado no puede 
defenderse materialmente de meras afirmaciones de meras afirmaciones que podrá 
realizarlo a través de los diferentes o diversos elementos de convicción, los cuales 
van a pautar o guiar la defensa del investigado el cual para la fiscalía es un 
presupuesto autor del delito, así mismo el operador propondrá de actos de 
investigación para determinar la fiabilidad de los elementos de convicción, a fin de 
armar su teoría del caso.  
 
Asimismo, la imputación necesaria para su correcta estructuración requiere de tres 
elementos: proposiciones fácticas, calificación jurídica y evidencia o medios de 
convicción. Es precisamente en la imbricación entre proposiciones fácticas y los 
medios de convicción donde se puede realizarse el fundamento de aproximación 
razonable a la verdad y el programa de contención de la violencia punitiva. La 
unilateralidad de los que construyen proposiciones fácticas no vinculadas a 
elementos indiciarios, tiene su esencia en el prognatismo de la justicia negociada. 




Las diligencias que se lleven a cabo en la etapa preliminar (DP), tienen como objeto 
principal definir en contenido de la imputación necesaria, y para ello buscar y 
determinar si los actos realizados por los investigados han sido con conocimiento y 
su delictuosidad. El objeto principal del operador del derecho es poder plasmar 
como se estructura la imputación necesaria: hechos, calificación jurídica y medios 
de convicción. Si concurren estos tres componentes, entonces el Ministerio Público 
tiene una imputación de un hecho punible y, por tanto, concierne formalizar y 
continuar con la investigación Preparatoria.  
 
La imputación necesaria, fijará el propósito de la Investigación y su finalidad; por 
consiguiente, la congruencia y titularidad de las denuncias que han sido y son 
interpuestas de manera diaria por parte del Ministerio Público, son materia de 
subsanación ya sea en forma parcial o en forma total, propuestas o sindicadas por 
los jueces.  
 
Proceso infundado por mala imputación 
En su gran mayoría los Jueces, específicamente en el tema Penal, son devueltas 
para su subsanación, y por parte o de manera total, advirtiéndose de que se ha 
encontrado un punto o varios puntos, los cuales son considerados error o errores 
en su sustentación o fundamentación objetiva, subjetiva y/o jurídica. Lo cual es de 
considerable y sobre todo preocupante que de tan magnitud a la fecha y en plena 
constante evolución de las normas legales no se sepa llevar a cabo una correcta y 
contundente calificación jurídica.  
Por esta razón el operador debe continuar el uso de las diferentes modalidades del 
tipo; doloso, culposo, comisivo, omisivo, etc. 




Cabe mencionar que el Principio de Imputación Necesaria no solamente va 
relacionado íntimamente con el Principio de Legalidad y el Principio de Derecho a 
la Defensa.  
Se puede mencionar que un problema constante, repetitivo y cotidiano en el día a 
día por parte del operador público de justicia, (persecutor del delito), es la mala 
imputación de un hecho delictivo hacia uno o varios ejecutantes de la acción. El 
accionar de un magistrado (Juez o Fiscal), tendrá repercusión sobre la acción 



















Son trabajos previos a lo que clásicamente se les denomina antecedentes. Es decir, 
son los trabajos de investigación científica que guardan relación o se vinculan con 
el objeto de estudio de la presente investigación.  
En palabras de Arias (1999, p.14), los trabajos previos: 
Se refiere a los estudios previos y tesis de grado relacionadas con el problema 
planteado, es decir, investigaciones realizadas anteriormente y que guardan alguna 
vinculación con el problema del estudio […] lo que permitirá precisar y delimitar el objeto 
de estudio y por consiguiente los propósitos de la investigación.  
Entonces, de acuerdo a la cita textual constituyen los trabajos previos todas aquellas 
investigaciones anteriores a la presente y que además tienen un vínculo con el 
problema en estudio.  
Por lo tanto, los antecedentes son una guía que advierten el grado o nivel de 
conocimientos adquiridos respecto del fenómeno en estudio. En ese sentido, se 
consideró trabajos previos nacionales e internacionales.  
Trabajos previos nacionales  
Nación (2016, p.91) En su investigación titulada: “Vulneración al principio de 
imputación necesaria en la investigación preparatoria, en el distrito judicial de 
Huánuco, año 2013-2014, para obtener el grado académico de magister, en la 
Universidad de Huánuco, sin mención del expresa del método, concluyó:  
El llamado principio de imputación penal suficiente, o también llamado por otros autores 
como principio de imputación necesaria, imputación concreta, resulta ser una garantía 
dentro del proceso penal, de precisamente tiene fundamento legal en nuestra carta 
magna y se encuentra vinculado con el importantísimo principio de  




legalidad y el respetado derecho a la defensa de todo imputado y esto, los titulares del 
ejercicio de la acción penal deben respetar mesuradamente.  
Colonia (2014, p. 78-79) En su investigación titulada: “La imputación necesaria en 
el Nuevo Código Procesal Penal”, año 2014, para obtener el título profesional de 
abogado mediante el curso de actualización y titulación profesional”, en la 
Universidad de Huánuco, sin mención del método, concluyó:  
La garantía de la imputación penal concreta, principio de imputación necesaria, imputación 
concreta o principio de imputación suficiente es una garantía procesal penal de base 
constitucional, vinculado con el principio de legalidad y el derecho de defensa del imputado 
que el Representante del Ministerio Público debe guardar muy cautelosamente. 
Martínez (2016, p. 46) En su investigación titulada “La Vulneración del Principio de 
imputación necesaria en las disposiciones fiscales de formalización de investigación 
preparatoria”, para obtener el grado académico de maestro en derecho, en la 
Universidad Nacional de Trujillo, sin mención del método, concluyó:  
Los requisitos para la construcción de proposiciones fácticas cumpliendo la observancia del 
principio de imputación necesaria son: I) El requisito factico entendido como la exigencia de 
un relato circunstanciado y preciso de los hechos con relevancia penal que se atribuyen a 
un personal. II) El requisito lingüístico, es decir que la imputación debe ser formulada en 
lenguaje claro, sencillo y entendible, sabiendo que, si bien constituye un trabajo técnico 
jurídico, está dirigida y va a ser conocida por los ciudadanos contra quienes se dirige la 
imputación, ciudadanos que pueden ser desde un notable funcionamiento hasta un vil 
delincuente iletrado, pasando por una humilde persona que puede ser desde una humilde 
persona que puede ser incluso hasta analfabeta. III) El requisito normativo, que la imputación 
describa o enuncie de manera precisa la concreta modalidad típica que conforman los 
hechos que sustentan la denuncia, exista una imputación individualizada (pluralidad de 
imputaciones o de imputados) determinándose cada hecho y su correspondiente calificación 
jurídica, se fije el nivel de intervención, ya sea como autor o partícipe y se establezcan los 
indicios y elementos de juicio que sustentan cada imputación. 
 




Trabajos previos internacionales  
Martínez (2017, p. 509-510) En su investigación titulada “El delito de blanqueo de 
capitales”, para obtener el grado de doctor, en la Universidad Complutense de 
Madrid, sin mención del método concluyó:  
En la doctrina española e italiana, el blanqueo de capitales se ha concebido acertadamente 
como una actividad que requiere la ideación y materialización de una empresa criminal con 
roles claramente establecidos para cada uno de sus integrantes. Debido a su poder 
económico, tal tipo de organizaciones del crimen tienen la capacidad de permear con su 
poder corruptor la voluntad tanto de los ciudadanos como de las autoridades públicas. 
Normalmente son cuerpos de poder que se autofinancian, que crean industrias criminales 
que tienen la capacidad y facilidad de infiltrarse en la economía de un país hasta el punto de 
incidir en los procesos políticos, legislativos y judiciales de una nación. Por esta 510 razón, 
no hay duda que el blanqueo de capitales es un delito pluriofensivo, que indiscutiblemente 
atenta contra el orden socio económico, la administración de justicia, la seguridad nacional, 
la estabilidad del Estado, el sistema democrático, la salud pública y la moral social, sin que 
se puede descartar, debido a los mecanismos empleados, que pueda afectar bienes jurídicos 
adicionales que incluso podrían afectar la existencia misma del Estado. 
Beltrán y Valenzuela (2002, p. 159) En su investigación titulada “Paraísos 
Financieros y Lavado de Activos”, para obtener el título profesional de abogado, en 
la Pontificia Universidad Javeriana – Facultad de Ciencias Jurídicas de Bogotá –
Colombia, sin mención del método concluyó: 
En la doctrina española e italiana, el blanqueo de capitales se ha concebido acertadamente 
como una actividad que requiere la ideación y materialización de una empresa criminal con 
roles claramente establecidos para cada uno de sus integrantes. Debido a su poder 
económico, tal tipo de organizaciones del crimen tienen la capacidad de permear con su 
poder corruptor la voluntad tanto de los ciudadanos como de las autoridades públicas. 
Normalmente son cuerpos de poder que se autofinancian, que crean industrias criminales 
que tienen la capacidad y facilidad de infiltrarse en la economía de un país hasta el punto de 
incidir en los procesos políticos, legislativos y judiciales de una nación. Por esta 510 razón, 
no hay duda que el blanqueo de capitales es un delito pluriofensivo, que indiscutiblemente 




atenta contra el orden socio económico, la administración de justicia, la seguridad nacional, 
la estabilidad del Estado, el sistema democrático, la salud pública y la moral social, sin que 
se puede descartar, debido a los mecanismos empleados, que pueda afectar bienes jurídicos 
adicionales que incluso podrían afectar la existencia misma del Estado. 
Sgrilli (2014, p. 734) En su investigación titulada “El delito de Blanqueo de Capitales: 
Una aproximación critica a los fundamentos jurídicos del Derecho Penal Brasileño 
y Español, para obtener el título de doctor en Derecho Penal y Política Criminal, en 
la Universidad de Grana – España, sin mención del método concluyó: 
La gravedad de las consecuencias socioeconómicas del blanqueo de capitales se deja sentir 
globalmente en variados sectores económicos. Por esta razón, dados el avance de la 
macrocriminalidad y la necesaria expansión del Derecho Penal para tutelar bienes jurídicos  
difusos, no solo desde determinados sectores financieros específicos, sino que desde 
organizaciones internacionales ha pasado a trazar normas mínimas de tipificación del delito 
de blanqueo de capitales, medidas antibloqueo de activos y procedimientos que contemplan 
detección, comunicación y montaje de una red de información sobre operaciones 
sospechosas, algo que se ha revelado como fundamental para evitar bolsas de criminalidad 
o a migración criminal hacia países en lo que no hubiese legislación penal para la represión. 
Al respecto, resulta llamativo que la lucha contra el blanqueamiento de capitales comenzase 
protegiendo a las instituciones financieras como principio de protección del sistema 
económico – financiero, para después proceder a realizar ese esfuerzo a partir de 

















Teorías relacionadas al tema 
A las teorías relacionadas al tema se les denomina marco teórico. Siguiendo a Ortiz 
y García (2006, p.84), “El marco teórico, es un instrumento metodológico que se 
encuentra construido sobre la base de la información relacionada al problema de 
investigación, con la o las teorías que dieron sustento a otras investigaciones”.  
Siguiendo la línea de la cita, el marco teórico constituye la parte medular de la 
investigación, dado que es la base conceptual y teórica sobre la cual se plantea y 
delimita el problema. Además, ilustra al investigador en la descripción de la realidad 
observada y su análisis.  
Por lo tanto, el marco teórico es el soporte teórico sobre el cual se fundamenta la 
finalidad de la investigación. Es decir, el investigador, luego de revisar la literatura 
afín a la que se aborda, analiza, clasifica, selecciona y engarza lo que la doctrina, 
jurisprudencia y legislación ha desarrollado sobre los conceptos, características, 
clases, ventajas, etc., de las categorías de estudio de una investigación, que ha 
permitido conseguir ideas con un mayor panorama del conocimiento respecto al 
tema investigado. 
Derecho Procesal Penal 
Alberga dos partes esenciales, uno de ellos está relacionado a la parte dogmatica, 
que comprende el análisis, sistematización y crítica de los principios y categorías 
procesales, y otro que está relacionado al conglomerado de normas que regulan el 
proceso penal.  
Principio al derecho a la defensa 
En palabras de Peña (2012, p. 66), el principio de derecho a la defensa es:   
El ejercicio de este derecho esencial apareja la exigencia de cumplimiento de lo 
siguiente: a) el abogado participa a que el sujeto pasivo responda o se resista a la 




imputación formulada por el operador del derecho o Fiscal ; b) El acusado —contando 
con los servicios profesionales de su asesor— tiene la facultad de entrar al campo de 
los hechos e intervenir en la puesta en marcha de la actividad probatoria, todo, por 
supuesto, para enervar la acusación; y c) apoyar al imputado en la demanda de que no 
sea condenado por hecho distinto al contenido en el auto de enjuiciamiento. En 
conclusión, estas garantías reseñadas deben cumplirse rigurosamente en este tipo de 
procedimiento simplificado, como la terminación anticipada del proceso. 
Partiendo de que el presente concepto, todo ciudadano tiene derecho a defenderse 
de toda imputación que se le señale, para que de esa manera la persona sujeta 
imputada por una afirmación de la otra parte pueda dar sus descargos a fin de este 
se pueda defender de todo lo que se señale, todo con el único fin de acreditar y 
probar de que dicha persona no ha realizado una actividad ilícita por parte de 
cualquier persona o del mismo Estado. 
 
Dicho defensa está plasmado dentro de la Constitución Política del Perú, asimismo 
cuenta plasmada y es derecho universal, en la cual toda persona cuenta con el 
presente derecho.  
 
Asimismo, Burgos, (2008, p. 58), sostiene lo siguiente.  Juan David Burgos Alfaro 
explica que la defensa técnica de un investigado ha sido sindicado como para que 
intervenga en defensa de su patrocinado. El cual participa como garantizador del 
debido proceso con el fin de proteger los derechos de su patrocinado. Participando 
simultáneamente con su patrocinado a la controversia oral implementa a fin de 
defenderse de las imputaciones afirmadas por el Fiscal. 
 
 En consecuencia, el derecho de defensa incluye la participa de su abogado o de 
la defensa técnica del imputado, pero también el derecho de contar con los medios 
apropiados para planificar su defensa y el acceso a los documentos y pruebas en 
los que se fundamenta tal acusación.  




Asimismo, el derecho a la defensa es la posibilidad inherente que tiene toda 
persona de poder recurrir al Estado solicitando diversos recursos. 
 
Y que, en una máxima instancia penal, el solicitante podrá acceder a las diversas 
instituciones del Estado, a fin de hacer valer sus derechos vulnerados, asimismo 
pudiendo solicitar una acción previa, el cual es considerado como un medio de 
defensa, en el cual se instaura cuando ha faltado algún elemento o requisito de 
procedibilidad.  
Relación con el principio de legalidad 
Toda entidad del Estado, a través de sus diversas entidades y partes constituyentes 
deberán de regirse y encontrarse sujetas a lo sindicado en las normas 
constitucionales y diversas normas emitidas. 
Arévalo, Principio de Legalidad. En el Curso Derecho Penal-Parte General. Ciclo III. 
Pucallpa – Peru.2004, Norma a todo ordenamiento penal, el cual consiste que la conducta 
delictiva debe ser materia de investigación, juzgamiento y sanción. Precisamente, en cuanto 
a la labor del Fiscal se aplica mediante el principio de investigación oficial, que significa que 
se encuentra a cargo de la dirección de la investigación por delegación constitucional y 
normativa. Sánchez Velarde formula la siguiente aproximación; “Este principio rige durante 
todas las etapas del proceso penal y se puede afirmar que se mantiene, en tanto el 
representante del Ministerio Público dirige la investigación del delito hasta que propone el 
sobreseimiento del proceso o se decide por la instancia superior en caso de consulta; o 
cuando se dicta sentencia condenatoria y expresa su conformidad con la misma (…), o 
existiendo sentencia absolutoria impugna. 
Es decir que, a lo mencionado por Arévalo, que la acción delictuosa cometida por el actor 
delictivo debe de ser investigada, corroborada y sancionada, debido a que es el Fiscal quien 
conduce la investigación, y es quien acusará ante el Juez, cuando formule acusación por las 
actividades ilícitas cometidas.  
 




Neyra (2010, p. 31), opina que el respeto de este principio implica que el 
Ministerio Publico ejercite la acción penal por todo hecho que revista los 
caracteres de un delito, sin perder de vista que su labor se ejecuta en función 
de la justicia y teniendo como parámetros a la Constitución y a la ley. 
 
Todo operador de Justicia que impartido y encargado a nombre del Estado Peruano 
debe siempre se corresponde a este principio ya que el tema materia de la 
sustentación guarda relación ya que toda investigación parte de este principio.   
Relación con el principio acusatorio 
Ahmenta (1998, pp. 216 y ss), Enseña que el Principio acusatorio es un determinado 
proceso penal cuando las fases de instrucción y de juicio oral se encomiendan a 
dos distintos órganos jurisdiccionales; se prohibió al órgano decisor realizar las 
funciones de parte acusadora, la que, mediante la deducción de la pretensión penal, 
vinculará la actividad decisoria del tribunal, vedándose también al órgano de la 
segunda instancia la posibilidad más al recurrente de lo que ya estaba en la primera. 
Este mismo nos señala sus notas esenciales de este principio:  
1. Atribución de la instrucción y del juicio oral a dos distintos órganos 
jurisdiccionales. 
2. Distribución de las funciones de acusación y decisión. 
3. Correlación entre la acusación y el fallo. 
4. Prohibición de la reformatio in peius. 
En tanto el Fiscal acusará cuando una vez terminada la investigación preparatoria, 
terminada su teoría del caso, este podrá acusar, a fin de probar mediante todos los 
elementos de convicción todas las actividades ilícitas por los imputados.  
 
 




Relación con el principio de objetividad  
 
Guía la participación del Fiscal a la recopilación de diversos elementos de 
convicción, solicitados durante la investigación, con el único fin de demostrar la 
participación del investigado.  
 
Sánchez (2009, p, 73), La objetividad de su función plasmada en muchos casos en sus 
propias decisiones debe ser principio rector para decidir el inicio de una investigación 
preliminar o preparatoria, o decidir las diligencias necesarias o recopilación de elementos 
probatorios para alcanzar los fines del proceso y, principalmente, para formular el 
requerimiento acusatorio». 
 
La obligación del Fiscal como investigador, y defensor de la legalidad tiene 
que tener como objetivo evidenciar a través de los documentos requeridos 
por la Fiscalía para demostrar clara y contundentemente las actividades 
ilícitas del o los partícipes del delito cometido.  
La objetividad tiene que ver que el delito cometido por el accionante delictivo y se 
da inicio con el mismo, además de que el delito que supuestamente se está 
imputando a una persona guarde relación con lo mencionado en la denuncia. 
Cubas Villanueva refiere: «mérito al cual los fiscales deben actuar con plena objetividad 
indagando los hechos constitutivos de delito, los que determinan la responsabilidad o 
inocencia del imputado». (Cubas, 2009, p. 183). 
 
En relación a lo mencionado por el autor, el Fiscal deberá de actuar en 
completa imparcialidad al momento de tomar conocimiento de la actividad 
ilícita, el cual una vez investigado y demostrado a través de los elementos de 
convicción, esclarecerán los actos y responsabilidades del investigado.   
 




En relación a lo mencionado los operadores de justicia específicamente los fiscales 
como investigadores de los delitos cometidos en agravio de otros o en defensa del 
mismo Estado, deberán de investigar objetivamente y claramente el o los delitos 
cometidos con el único fin de que permita conocer, investigar e imputar el acto 
delictuoso del o los sujetos.  
Relación con el principio al debido proceso 
Ha sido concebido como búsqueda de justicia y de paz social. Para coexistir en 
sociedad sobre todo para poder concretar el desarrollo social, se ha puesto 
desterrado la autotutela o autodefensa como forma violenta e individual para la 
preservación de los derechos conculcados. Así, se destierra la justicia privada o 
justicia de propia mano, la cual es reemplazada por la autocomposición, como etapa 
posterior y superior en el desarrollo del proceso. Sin embargo, esta resultaba 
insuficiente, pues el mecanismo bilateral no garantizaba un resultado satisfactorio 
en la medida en que una de las partes terminara imponiendo su voluntad a través 
de la fuerza.  
Ostos (1998, p.7), conceptúa en su opinión que, en un moderno estado de 
derecho, el debido proceso es el derecho de todo ciudadano a ser parte, en 
su caso, en un proceso con todas las garantías. Es decir, a recibir justicia en 
un determinado momento histórico (entre ellas, hoy en día, sin ánimo 
exhaustivo, pueden citarse: el derecho a un proceso público y sin dilaciones 
indebidas, a la prueba, a ser juzgado por un órgano técnico, imparcial e 
independiente, a ser defendido por abogado, a poder impugnar la sentencia, 
a que este motivada, etc.) 
Y efectivamente a lo mencionado el autor, toda persona debe de tener en 
mente y contra un proceso en donde no se vulnere ningún derecho 




fundamental, y sobre todo se pueda llevar un proceso en las más idóneas 
posibilidades para el beneficio de cualquier ciudadano. 
Toda persona que cuente con un proceso judicial, sea cual fuere la modalidad o 
especialidad, tiene derecho a contar con un proceso con toda claridad y 
transparencia y este no se encuentre involucrado en actos irregulares, ni 
favoritismos hacia alguna de las partes.  
Samuel Abad Yupanqui (1988, p. 47), considera que los elementos mínimos que 
debe comprender son: a) que el demandado o aquel contra el que se busca ejecutar 
la pretensión alegada haya tenido debida noticia de la demanda, a través del 
emplazamiento o de la citación respectiva, b) que se reconozca a las partes de una 
razonable oportunidad de comparecer, de ser oídas, y de exponer sus derechos; c) 
que se reconozca a las partes una razonable oportunidad para ofrecer y actuar 
pruebas, d) El que la causa sea resuelta ante el órgano jurisdiccional permanente 
del Estado, legítimamente constituido e imparcial; e) que la causa sea resuelta 
dentro de un plazo razonable y de manera irrevocable.  
A lo mencionado por el autor el tema de la pretensión en el caso de la reparación civil le 
corresponderá a la Procuraduría Especializada en Delitos de Lavado de Activos y Pérdida 
de Dominio refiriéndose al tema de la reparación civil a favor del Estado por los daños 
causados.  
San Martín, (1999, pp. 55 y 56), El debido proceso comprende numerosas 
instituciones relacionadas tanto con las partes como con la jurisdicción que han de 
preservar la certeza en el proceso. Busca, en suma, rodear al proceso de las 
garantías mínimas de equidad y justicia que respaldan en legitimidad la certeza en 
derecho de su resultado. 
A lo expuesto por el autor todo proceso que se haya y se lleve a cabo debe de guardar las 
garantías específicamente equidad y justicia en donde se para ambas partes haya un 




proceso igualitario y sobre todo para que se no vea vulnerado ningún derecho del 
investigado.  
Relación con la teoría del caso 
Es la secuencia comprendida por el Fiscal a medida que va investigando y 
determinado la participación de los autores como partícipes de la actividad ilícita.  
(Baytelman y Duce, 2008, p.102), La teoría del caso es el planteamiento 
metodológico que cada una de las partes deberá realizar desde el primer 
momento en que han tomado conocimiento de los hechos, con el fin de 
proporcionar un significado u orientación a los hechos, normas jurídicas ya 
sean sustantivas o procesales, así como el material probatorio, que se ha 
recabado. Una buena teoría del caso debe poder explicar de una manera 
cómoda y consistente la mayor cantidad de hechos de la causa, incluyendo 
aquellos que aporte la contraparte. La teoría del caso es nuestra simple, 
lógica y persuasiva narración de lo ocurrido. En concordancia con lo expuesto 
anteriormente, permitirá ayudar al Fiscal con mayor claridad, mayor amplitud, 
y tendrá mayor conocimiento de las actividades cometidas o realizadas por 
los investigados.  
Va a ser estudiado y comprendido por ambas partes, es decir; por los abogados 
como defensa técnica de los investigados y por parte del Fiscal, y con ello trataran 
de demostrar la inocencia como la culpabilidad del mismo. 
Relación con el principio de publicidad 
En su ordenamiento, las consecuencias jurídicas de la desnaturalización del 
principio de publicidad depende del caso en concreto – de la gravedad del caso o 
de la presión mediática que ejerzan los medios de comunicación sobre el tribunal, 
por ejemplo- Destacando que las medidas a tomar pueden ser: i) Desarrollar el juicio 
o procedimiento en privado; ii) prohibir a los medios noticiosos de informar o publicar 




sobre el desarrollo del juicio o vista; iii) trasladar el caso a un lugar donde la 
publicidad sea menor; iv) posponer el juicio hasta que la publicidad disminuya 
sustancialmente; v) en caso de acumulación, separar a uno o alguno de los 
acusados; vi) incrementar la rigurosidad en el proceso de selección del jurado; vii) 
recusar o excluir a los jurados; viii) instruirles durante el proceso de selección; ix) 
secuestrar al jurado; x) dictar órdenes de “mordaza” a abogados, testigos y 
empleados del tribunal; xi) controlar la presencia y conducta de la prensa en sala. 
(Chiesa, 1991, p.139-149). 
Relación con el principio de contradicción 
Saldrá a relucir cuando el Fiscal como perseguidor del delito y defensor de la 
legalidad al momento de imputar un delito dentro de las primeras audiencias y así 
proseguidamente la defensa técnica podrá y tendrá derecho a contradecir lo 
expuesto por el Fiscal.  
Relación con el principio de concentración. 
(Cafferata, 2011, p. 129). (…) La existencia de intereses contrapuestos entre la 
acusación y la defensa, y la aceptación de la confrontación entre ellos como método 
de tratamiento judicial de los casos penales, deriva naturalmente en un esquema de 
funcionamiento procesal al que se identifica como contradictorio, que apunta la 
imparcialidad de los jueces. Su regla principal de funcionamiento es que el triunfo 
de un interés sobre otro queda librado a la responsabilidad de quienes lo 
representan (…) o encarnan (…), careciendo el tribunal de cualquier 
corresponsabilidad al respecto, pues solo debe garantizar que estos tengan 
igualdad de condiciones para lograrlo (…).  
El Juez como magistrado dispondrá en plena audiencia y en el transcurrir de la 
investigación la aceptación de las acusaciones como la defensa de los medios de 




convicción, así como alegatos de los mismos, quedando claro que va relacionado 
con el derecho a la defensa y el derecho a la teoría del caso.  
A continuación, se resaltan algunas manifestaciones del principio de 
contradicción:  
- El interrogatorio y el contrainterrogatorio, que se encuentra regulado en 
el inciso 2 del artículo 378 del NCPP, bajo la denominación de “examen 
del testigo y del perito”. 
- Las objeciones a las personas prohibidas que se encuentran reguladas 
en el artículo 378 inciso 4 del NCPP, el mismo que establece que el juez 
controlará el interrogatorio e impedirá que el declarante conteste 
preguntas sugestivas, capciosas o que no estén permitidas. 
- Los alegatos preliminares o de apertura regulados por el artículo 371 
inciso 2 del NCPP. 
- Los alegatos finales o de cierre desarrollados en los artículos 386 a 390 
del NCPP. 
- En las audiencias de la etapa de investigación, el Juez de la investigación 
preparatoria brinda oportunidades al fiscal y a los defensores para que 
sustenten sus pretensiones o para que contradigan o realicen la réplica 
correspondiente. Así, por ejemplo, cuando el fiscal requiere una prisión 
preventiva, el Juez le concede el uso de la palabra para que sustente su 
requerimiento y a continuación le concede el uso de la palabra para que 
realicen la réplica. De igual forma, cuando la defensa del imputado 
formula un requerimiento de cese de prisión preventiva el juez le concede 
el uso de la palabra para que sustente su requerimiento y a continuación 
le concede el uso de la palabra al fiscal para que realice la réplica. 
- El fiscal formulará acusación y el juez corre traslado de la acusación a 
los demás sujetos procesales para que absuelvan traslado de la misma. 




- En las audiencias de control de acusación y sobreseimiento, el juez 
concede oportunidad al fiscal para que sustente su requerimiento, y a 
continuación concede el uso de la palabra a los abogados de la defensa 
para que formulen observaciones formales a la acusación. 
Relación con el principio de inmediación 
Este principio se encuentra íntimamente vinculado al principio de oralidad, pero no 
son lo mismo, en efecto, mientras que el principio de oralidad denota que el medio 
de interacción entre los sujetos procesales es la palabra hablada, la inmediación 
exige que esa comunicación hablada sea directa.  
Relación con el principio de oralidad 
Talavera (2004, p. 355.), la oralidad es el medio apropiado para la práctica 
de la prueba, ya que a través de esta se expresan las partes, los testigos y 
los peritos. La ora directamente por los jueces. La lectura daña severamente 
la inmediación de los jueces y el contradictorio. La mera lectura de escritos, 
declaraciones, actas y dictámenes periciales no constituye oralidad, ya que 
quienes los han emitido deberán reproducirlos en juicio a viva voz, pues esa 
es la única manera de controlar su fiabilidad probatoria y hacer realidad el 
principio de contradicción. Solo por excepción, se permite la oralización de 
ciertos medios de prueba. 
En concordancia con lo expuesto, por el autor y más respecto al Nuevo 
Código Procesal Penal, todo proceso es de manera oral, en tanto en la 
investigación preliminar como en investigación preparatoria. De esa manera 
todo poder evitar la sobre carga procesal que el Proceso Judicial a la fecha 
mantiene.  
Schmidt (2006, pp. 247 y ss.), Los principios procesales Ilamados de oralidad 
e inmediación mantienen, por la estructura del actual proceso penal, su 




importancia esencial. La sentencia tiene que ser la consecuencia del debate 
principal y se debe fundar en el convencimiento a que el juez ha llegado con 
respecto al material de hecho “por el contenido del debate”. La concurrencia 
de jueces legos vuelve indispensable un debate en el que se desarrolle y 
discuta la totalidad de la materia del proceso, porque no se trata de un estudio 
de los autos. Para la obtención de la sentencia, no tiene importancia el 
contenido de los autos. Solo la discusión oral puede ser su fundamento. La 
producción de toda prueba, que en el debate principal obtiene su significado 
decisivo, posibilita que el juez llamado a juzgar pueda experimentar el influjo 
de la percepción “inmediata” por los sentidos. De modo que el “principio de 
la oralidad”, según la doctrina general hoy admitida, tiene el significado de 
que la sentencia solo se puede fundar en lo que ha sido materia del proceso 
realizado en forma oral. El principio de oralidad predomina en el debate 
principal, porque constituye el fundamento esencial de la sentencia.  
Asimismo, a lo expuesto por el autor el juez de juzgamiento, después de 
escuchar a todos respecto a sus alegatos, a través de su debate, emitirá una 
sentencia, que en su mayoría es verbal, y no es en papel.  
Relación con el principio de concentración 
Todo proceso penal será sometido a diversas audiencias y reprogramaciones de las 
mismas ordenadas por el magistrado del Poder Judicial, con el único fin de poder 
ampliar, conocer los alegatos y sustentar su teoría del caso, de ambas partes, es 








Derecho al principio de la información por la imputación señalada 
Toda persona tiene derecho a que se le informe cuando se le impute o investigue 
respecto a un delito real y efectivo, de esa manera el presunto investigado podrá 
contradecir las afirmaciones que ha sido realizado por el Fiscal, así como cualquier 
persona.  
Asimismo, más en los Delitos de Lavado de Activos, más si este delito es 
considerado como un delito moderno, en el cual muy pocas personas conocen este 
delito, así que cuando la persona que ha sido notificada desde la primera disposición 





















Autonomía del delito y problemática del delito previo – autonomía del delito 
La autonomía ha generado una serie de cuestionamientos dentro de la ley de 
Lavado de Activos, en un primer momento se postuló que, respecto al delito de 
Lavado de Activos relacionado con el delito de tráfico ilícito de drogas, 
obligatoriamente tenía que acreditarse, a través de una sentencia condenatoria 
firme. Posteriormente la Ley N° 27765, en su artículo 6°, estableció que en el origen 
de los activos podrá colegir de los indicios de cada caso; sin ser necesario la 
existencia de un proceso judicial o sentencia, con ello se podría advertir que ya se 
estaba direccionando hacia una autonomía, en lo que el delito previo quedaba 
rechazado. 
Es así que producto de las constantes modificaciones en nuestro ordenamiento 
jurídico el delito de Lavado de Activos adquiere su plena autonomía mediante el 
Decreto Legislativo N° 1106, en el cual  en su artículo 10 señala que: “El Lavado de 
activos es un delito autónomo por lo que para su investigación y procesamiento no 
es necesario que las actividades criminales que produjeron el dinero, los bienes, 
efectos o ganancias, hayan sido des-cubiertas, se encuentren sometidas a 
investigación, proceso judicial o hayan sido previamente objeto de prueba o de 
sentencia condenatoria”. 
Con esta redacción se determina de modo expreso la autonomía material (no solo 
procesal) de los tipos penales de lavado de activos respecto a la actividad criminal 
previa; resultando relevante que en el artículo 10° de esta norma se hace referencia 
a “actividades criminales” en general y no a un delito previo concreto o específico 
(supuestos que son totalmente distintos). De este modo, queda claro que el delito 
previo no es un elemento objetivo del tipo penal; por el contrario, establece con toda 
claridad que es un delito autónomo del delito previo y únicamente exige que los 
activos que constituyen el objeto del lavado deben tener una conexión o vinculación 
con una actividad criminal previa, considerada esta de modo general o abstracta, 




por lo que no interesa acreditar la comisión de un delito específico, cometido en 
determinada fecha, por determinada persona, en determinado lugar y en 
determinadas circunstancias.  
La autonomía ha quedado claramente establecida, tanto que algunos autores 
nacionales la han llevado a extremos, concluyendo que para la configuración del 
delito de lavado de activos es necesaria la conexión objetiva de los activos en 
proceso de lavado con actividad criminal o delito fuente. En efecto, PRADO 
SALDARRIAGA refiere que el supuesto agravado previsto en el penúltimo párrafo 
del artículo 4° del D. Legislativo N° 1106 (referido a los casos en que los activos se 
vinculan a los delitos de minería ilegal, tráfico ilícito de drogas, terrorismo, secuestro, 
extorsión y trata de persona) es el único caso en la legislación peruana contra el 
lavado de activos, donde el delito fuente o precedente adquiere relevancia 
normativa o probatoria. En efecto solo para la configuración de este agravante 
especifica de segundo grado o nivel, constituye presupuesto o requisito o 
indispensable para la condición directa o indirecta de los bienes objetos de los actos 
de lavado que ejecuta de la gente, con, cuando menos uno de los delitos que de 
modo taxativo señala el párrafo tercero del artículo 4°. Por lo cual, igualmente, la 
prueba suficiente de esa relación se convierte en una exigencia procesal ineludible 
para que puedan tener plena eficacia los efectos agravantes señalados por la 
norma” … Con lo queda claro que, para este autor, los casos no comprendidos en 
esta agravante, no requieren tal vinculación, resultando suficiente para la 
configuración del delito de lavado, la presencia de un activo cuyo origen no se ha 
justificado lícitamente o la existencia de un desbalance no explicado 
justificadamente. 
Consecuentemente, para determinar que estamos ante el delito de lavado de 
activos, se requiere acreditar la vinculación del objeto del lavado de activos con una 
actividad criminal; y para determinar esta vinculación, así como para determinar la 




propia existencia de la actividad criminal, no hace falta acreditar un delito previo sino 
únicamente establecer una conexión entre la acción de lavado y las acciones 
criminales a las que hace referencia al artículo 10° de la Ley (D. Leg. N° 1106), lo 
cual resulta plenamente coincidente con el criterio expresado por BLANCO 
CORDERO para la investigación española, en cuanto señala que, dada la 
autonomía del delito de lavado de activos, no se exige de una relación judicial que 
se pronuncie sobre un delito antecedente concreto.  
En tal sentido, es suficiente con que existan indicios razonables que vinculen a los 
activos con la actividad criminal previa, como señala la jurisprudencia, la 
normatividad nacional e internacional, así como la jurisprudencia y acuerdos 
vinculantes de nuestra Corte Suprema. Pero estos indicios razonables no necesitan 
ser de la misma magnitud de los que se necesitan para acreditar un delito, sino 
indicios de menor intensidad probatoria, pero claro, que sean idóneos para 
descartar la procedencia licita de los activos materia de lavado y consecuentemente, 
que vinculen a los activos con las acciones criminales establecidas en el artículo 
10° de la Ley. 
Finalmente, para concluir este acápite, resulta necesario precisar que, aun cuando 
no se requiere acreditar un delito previo para la configuración del delito de lavado 
de activos, pueden presentarse casos en que este acreditado que los activos 
materia del lavado provienen de un delito específico, respecto del cual hay una 
sentencia firme, se ha investigado debidamente o existen elementos probatorios 
suficientes respecto a su comisión y a la generación de los activos por dicho delito.  
Actos de ocultamiento y tenencia 
Podemos indicar de que los términos ocultar y tener amparados en el decreto 
legislativo N° 1106, alega de que se ha mantenido, apreciado, constatado 
una posesión del bien mediante un acto ilícito, y agotado previamente la 




normatividad judicial, notarial, registral y demás otros legales 
(aparentemente), ha cumplido su fin, el cual es apoderarse rápidamente del 
bien. 
Son dos conductas que tienen lugar una vez q ue los activos han adquirido 
una ficticia apariencia de legalidad, la que les fue gestada por los actos 
anteriores de conversión y transferencia (Prado, p.146). 
Lo expuesto por el autor queda desactualizado por el acto de tenencia o 
ocultamiento una es la etapa y otra es la fase del delito de lavado de activos, 
claro que lo que se busca es darle una fisonomía de legalidad a lo ilícito. 
Las ganancias generadas por la actividad ilícita específicamente respecto a los 
bienes muebles e inmuebles a través de lo tramitado ante las Notarías, Compra y 
Venta, Donaciones en Pago, Donaciones y otros, generan una aparente legalidad 
de lo adquirido. 
Los actos de ocultamiento y tenencia están configurados como un delito 
permanente, ya que la conducta delictiva se mantiene en el tiempo por la 
voluntad del autor. (Rosas, 2016, p. 197). 
Coincidimos en parte con el autor, puesto que, los actos de ocultamiento y 
tenencia son un delito permanente si, debido a que desde su actividad ilícita 
de adquirir la propiedad y al transferirla o simplemente el acto de poseerla ya 
es considerado un delito, y más si es un bien del estado y este hubiese estado 
generando o beneficiando a personas de la sociedad, antes de ser parte de 
la adquisición del autor del dicho de tenencia.  
Los actos de transferencia son, sin duda alguna, actos posteriores a la 
conversión inicial de los fondos provenientes del delito previo, y normalmente 




para este efecto son utilizados los diferentes productos que brindan las 
empresas del sistema bancario y financiero. (Bernal, 2007, p. 144). 
Efectivamente los actos de transferencias son actos posteriores a los actos 
de ocultamiento y tenencia, y dichos actos son parte de los hechos delictivos, 
realizados por cualquier de los que realizan el delito de lavado de activos. 
Discrepamos con el autor en este punto en donde dice que las empresas del 
sistema bancario y financiero son utilizadas, no necesariamente, debido a 
que el autor o los que conforman la organización criminal, dado que también 
pueden realizarse a nivel registral, notarial y no necesariamente bancario. Si 
se puede dar el tema bancario cuando se pide una suma de dinero y este 
inmueble se hipoteca y este con la venta de inmueble adquirido. 
(García, 2077, p. 512), señala que los actos de conversión o transferencias están 
constituidos como un delito instantáneo, por lo que el delito se consumó con solo la 
realización de la acción ilícita. 
Efectivamente en el delito de lavado de activo, cuando la organización criminal por 
medios de sus diversos mandos al adquirir una propiedad, un bien inmueble de 
manera fraudulenta, y solo basta con cualquiera de las fases, adquiridos de manera 
ilícita e ilegal, quiere decir claramente que el hecho delictivo se ha consumido. 
(Vidales, 1997, p. 136), señala que, sin embargo, pudiera parecer que se trata de 
un delito de mera actividad; sin embargo, atendiendo a la conducta principal – 
adquirir convertir o transmitir – Cabe entender que la realización de estos actos seria 
inocua de no ser por la ilícita procedencia del bien, y en su caso, por el propósito 
con el que actúa. Si además se admite que parte de los delitos de intención, es 
posible que estemos ante un delito de los llamados de resultado cortado. 




En otras palabras, se consuma con la venta, pignoración, transferencia o posesión 
de un bien jurídico proveniente del tráfico ilícito de drogas. Asimismo, con adquirir, 
recibir, guardar bienes provenientes de este ilícito. 
El solo hecho de que el agente realice cualquiera de los actos ilícitos, ya es 
considerado un delito, ahora, no es necesario que provenga del delito de tráfico 
ilícito de drogas, que pueda quizás pensarse o suponerse no es necesariamente 
que venga exactamente de ahí. Algo distinto a un delito de lavado de activos y sobre 
todo es el de guardar bienes, este delito no existe el termino guardar, dicho termino 
puede ser para otros delitos, pero como volvemos a recalcar que, para los delitos 
de lavado de activos, dicho termino es incorrecto. 
La finalidad es transformar un bien ilícito por un bien lícito, es decir darle una 
apariencia legal, y que no levante sospecha que el bien ha sido adquirido por medio 
de diversos delitos, y concebido por dinero sucio. 
La imputación necesaria en los actos de encubrimiento 
La ocultación o encubrimiento 
Los verbos que describen las conductas típicas nucleares de los instrumentos 
internacionales son “ocultar” y “encubrir”. Así se recogen las conductas descritas en 
el artículo 3.1. b) ii) del Convenio de Viena, en el artículo 1 de la Directiva CE y en 
el art. 2 del Reglamento Modelo. 
En cuanto a la naturaleza jurídica de estos tipos penales, son supuestos muy 
cercanos al favorecimiento o encubrimiento real, pues con tal conducta ayuda al 
delincuente a excederse de las ganancias generadas de sus delitos, y bloqueando 
el destapar tales productos ilícitos. No se trata, por tanto, de un supuesto de 
receptación, porque no se requiere la intención de obtener una ventaja o beneficio 
económico por parte del sujeto activo, aunque tampoco la excluye. Por el hecho de 




que el tipo no lo exija, da cabida tanto a los supuestos en que tenga lugar el 
aprovechamiento, como a supuestos en que no. 
La doctrina trata de buscar algún criterio de delimitación entre las conductas 
dirigidas a la ocultación o encubrimiento, y estas, consistentes precisamente en la 
ocultación o encubrimiento. Por eso algunos autores entienden que las primeras 
constituyen el tipo básico, mientras que las segundas tratan de castigar el lavado 
de las propiedades que han experimentado un cambio, que es la expiada por las 
primeras. En este sentido, algunos autores se refieren a esta modalidad delictiva 
como “doble enmascaramiento”, pues se trata de la ocultación de bienes que 
previamente han sido enmascarados mediante las conductas dirigidas a la 
ocultación o encubrimiento por el contrario, otros entienden que las segundas 
constituyen el tipo base del delito de lavado.  
Además, se entiende que estamos presenciando un delito de resultado, por tanto, 
el encubrimiento de un bien se considera un resultado, pues su consecución 
constituye un resultado unido mediante una relación de causalidad a cualquier 
acción dirigida a ello. En este sentido, algún autor entiende que el delito de lavado 
de activos es un delito de peligro abstracto para el bien jurídico (la lealtad 
competitiva a su juicio), siendo muy difícil entender que es un delito de resultado 
porque este es un “proceso siempre perfectible”, sin que sea posible afirmar con 
totalidad que un bien ha sido definitivamente legal. 
Más problemática es la consideración de la ocultación como resultado separable 
espacio –temporalmente de otras conductas. Normalmente, cuando se alude a la 
ocultación de bienes parece hacerse referencia una acción dirigida a la consecución 
de un resultado, y no tanto un resultado como tal. Por eso, podría pensarse que se 
está haciendo referencia a una mera actividad, y no tanto a un resultado. Incluso 
que constituye una actividad para la consecución del encubrimiento. Sin embargo, 
esto choca con la letra de los convenios internacionales que emplean la conjunción 




“o” entre ocultar y encubrir, de manera que puede consumarse el delito solo con la 
ocultación sin necesidad de que produzca como resultado el encubrimiento. 
Entendemos que la ocultación hace referencia tanto al comportamiento como al 
resultado de tal comportamiento. 
Entendemos que la ocultación consiste en las acciones delictivas de encubrir, 
disfrazar o tapar, guardar silencio respecto a lo que se conoce, evitando así la 
comprensión por terceros, de la naturaleza, del origen, su ubicación, destino, 
movimiento de bienes procedentes de un delito o la propiedad del mismo. Se podría 
interpretar que no se refiere a la ocultación de los bienes como tales, esto es, del 
sustrato material del bien, sino solamente de determinadas circunstancias relativas 
a los mismos, que expresamente se recogen en el texto legal, como son la 
naturaleza, el origen, la ubicación, el destino, el movimiento o los derechos sobre 
los bienes o la propiedad de los mismos. No se recogen, por tanto, los casos en que 
los bienes procedentes de un delito grave son materialmente escondidos. De esta 
manera, se excluye que el enterramiento de los bienes de origen delictivo pueda dar 
lugar al delito de lavado de activos. No consideramos que sea esta una 
interpretación acorde con la finalidad de la norma que pretende sancionar las 
conductas de ocultación, tanto de bienes como de derechos, que procedan de un 
delito grave. Ha de ser punible, por tanto, la ocultación de los bienes de origen 
delictivo, pues es un comportamiento subsumible directamente en un tipo penal. 
Quien esconde el bien, oculta, por ejemplo, su destino. La doctrina admite que la 
ocultación puede bien mediante una conducta activa – esconder, disfrazar o tapar 
o mediante una conducta pasiva – callar lo que se conoce. Las activas abarcan 
conductas de carácter manipulador o clandestino, realizadas en el tráfico 
económico. La conducta omisiva consiste en callar lo que se puede o debe decir 
– Es discutible si cabe admitir la sanción de las conductas omisivas de ocultación. 
Gómez Pavón las considera de dudosa admisibilidad. 




Sin embargo, Rodríguez (2010, p. 900), opina que, para que la ocultación omisiva 
resulte penalmente relevante, ha de existir un especifico deber jurídico de obrar, 
esto es, de sacar a la luz lo que se conoce. Por tanto, cuando la acción que se omite 
sea adecuada en un juicio ex ante pate impedir un resultado lesivo, serán admisibles 
conductas ocultadoras omisivas. Para ello será necesario un previo deber jurídico 
que imponga una obligación de actuar que, en virtud de un juicio ex ante, resulte 
objetivamente adecuada o necesaria para evitar el resultado lesivo. Cuerda Arnau, 
señala que esta interpretación restringe el tenor literal de la Ley, pues desde el punto 
de vista gramatical, “ocultar omitiendo” no es solo callar advertidamente lo que se 
debe decir, sino también lo que se puede decir y no se dice. 
El tema de lavado de activos, la presencia de un deber jurídico de obrar cobra 
especial IMPORTANCIA, fundamentalmente respecto de los supuestos en que la 
ley nacional impone deberes DE COMUNICACIÓN a determinadas personas físicas 
o jurídicas de hechos u operaciones sospechosas. Existen deberes jurídicos de 
comunicar, esto es, de no callar información relativa a hechos u operaciones 
sospechosas de lavado de activos, que recaen sobre personas físicas. Quienes 
omitan esta comunicación, ocultan la naturaleza, origen, la ubicación, el destino, el 
movimiento o los derechos sobre los bienes o la propiedad de los mismos. Esta es 
una interpretación adecuada, pues si la ley exige la comunicación de las 
operaciones sospechosas, con más razón deben comunicarse a la autoridad las 
operaciones de las que se tiene constancia de que son constitutivas de lavado de 
activos, porque solo se pueden sancionar las conductas de ocultación cuando se 








El encubrimiento o disimulación 
El convenio de Viena pretende sancionar la ocultación de origen ilícito (bienes 
muebles e inmuebles y derechos). No obstante, en nuestra opinión, la utilización 
que hace el Convenio de Viena del término encubrimiento ha de entenderse como 
sinónimo de ocultación. 
Así lo han entendido algunos países, como por ejemplo Portugal, que al incorporar 
la normativa internacional a su ordenamiento jurídico parece percibir el problema 
que puede surgir de trasponer textualmente que en lugar de hacer referencia al 
encubrimiento, termino técnico en el ordenamiento alusivo a una concreta 
modalidad delictiva, prefiere optar por el verbo típico “disimular”. En la misma línea, 
la Convención contra la delincuencia organizada trasnacional y la Convención de 
Mérida sobre la corrupción alude a la disimulación, para evitar confundir el término 
encubrimiento con el delito de encubrimiento propio de nuestros sistemas jurídicos. 
Y también el art. 2.3 del Reglamento Modelo de la OEA. Este término es sinónimo 
del encubrimiento, y alude al enmascaramiento, desfiguración, etc., en este caso 
del origen delictivo de los bienes. 
Entiende la doctrina mayoritaria que los términos ocultar o encubrir son sinónimos, 
y así se utilizan por los textos internacionales, por lo que se podría haber omitido 
una de las dos palabras. 
Conde-Pumpido (1999), hace referencia que la ocultación debe de ser 
comprendida como aquella acción con el fin de encubrir un acto, objeto o 
persona, sino cualquier otro tendente a hacer desaparecer de la escena 
jurídica a los elementos sobre los que el encubrimiento recae” 
Asimismo, lo expuesto por el autor, el acto de ocultamiento de un bien, 
configura un acto delictuoso, es decir proviene de un acto ilícito, y se busca 




darle una apariencia de legalidad, y esto a su vez no solo para el autor sino 
para las diferentes personas que saben que proviene de una actividad ilícita. 
Asimismo, lo expuesto por el autor, el acto de ocultamiento de un bien, 
configura un acto delictuoso, es decir proviene de un acto ilícito, y se busca 
darle una apariencia de legalidad, y esto a su vez no solo para el autor sino 
para las diferentes personas que saben que proviene de una actividad ilícita. 
Gómez Pavón, (2017) en relación con la ocultación como conducta activa, la 
define de manera negativa como “cualquier acción tendente a conseguir el 
no descubrimiento del hecho anteriormente perpetrado.  
En concordancia con lo expuesto con el autor, una de las etapas del delito de 
lavado de activos en el ocultamiento o tenencia, y es la acción que a 
sabiendas que ha cometido el autor o cabecilla, buscar darle una apariencia 
de legalidad y buscar un tendero o tercero a fin de darle una circulación al 
bien mueble e inmueble adquirido de manera ilícita. 
Que a fines de los años ochenta los actos delictuosos que estaban íntimamente 
interconectados al consumo, venta, transporte y exportación de la droga, se 
encontraban en constante evolución y progreso, teniendo como adversario la lucha 
contra la misma, generándose en primer lugar el lavado de las ganancias 
producidas por dicha actividad ilícita. 
Con el avance científico y tecnológico, y sobre todo la expansión de la globalización 
de la economía a nivel nacional y mundial, se generaron nuevas formas de actos 
ilícitos, generándose la delincuencia internacional y criminalidad organizada, con el 
cual se configura un trabajo dividido o bien distribuido en la función de diversos roles 
siendo todos eficaces, generando un incremento patrimonial en su accionar 
delictuoso.  




Una vez cometida la actividad ilícita, y al conseguir un patrimonio, este servía para 
generar otra actividad ilícita, el cual servía como financiamiento, de dicha actividad 
y a manera de cadena con diversas bienes inmuebles y muebles, el cual comprendió 
una actividad ilícita de corrupción, una bajísima y prejuiciosa del acto moral y social, 
y sobre todo vulnerando La Ley. 
Para ello, se crea el Decreto Legislativo N° 1106, el cual plantea y comprende como 
delito autónomo el Transporte, Traslado, Ingreso y Salida por territorio nacional de 
Dinero y Valores de origen ilícito y el Rehusamiento, Retardo y Falsedad en el 
suministro de la información, así como también se ha establecido un tipo penal 
culposo respecto a la omisión de reporte de operaciones sospechosas, a la vez a 
mejorado la sistemática de las circunstancias agravantes de los diversos tipos 
penales, además de implementar agravantes de menor reproche penal.  
Asimismo, se ha reincorporado el elemento subjetivo de la tendencia interna 
trascendente (el cual comprende la identificación, sus inicios u origen, y su 
incautación o decomiso), y finalmente se ha establecido una selección de dicha 
actividad ilícita y/o criminal se grado o niveles.  
Formulación del Problema de Investigación 
De acuerdo con Silvina todo problema de investigación es un problema de 
conocimiento y como tal, requiere del planteo de un conjunto de interrogantes en 
relación con algún asunto que no conocemos, por lo cual para plantear un problema 
de investigación se requiere haber reflexionado sobre el desarrollo del campo donde 
se realizaría la investigación y establecer la relevancia del estudio. (2011, p. 1-2).  
Por otro lado, Sánchez, señala que la epistemología no toma como punto de partida 
los hechos, sino que se encarga de estudiar el conocimiento que han generado esos 
hechos, ello quiere decir que estudia el conocimiento científico (2011, p. 322) 36 





¿En qué medida la inadecuada aplicación del Principio de Imputación Necesaria por 
parte de la Fiscalía afectaría los procesos de investigación por delitos de Lavado de 
Activos? 
Problema específico 1 
¿En qué medida la inadecuada aplicación del Principio de Imputación Necesaria 
afectaría al inculpado en un proceso de investigación por delitos de Lavado de 
Activos? 
Problema específico 2 
¿En qué medida es inadecuada la efectividad de la aplicación del principio de 
Imputación necesaria en los procesos de investigación de los delitos de lavado de 
activos? 
Justificación de estudio 
Es también de conocimiento de parte de todos los operadores que ante una 
discrepancia o disconformidad, que estos se den en el ámbito penal o procesal 
penal, deben y serán resueltas únicamente con una buena, correcta motivación y 
fundamentación.  
El presente trabajo de investigación, no ha buscado poner en tela de juicio la 
actividad persecutoria del delito, por parte de los operadores del Ministerio Publico, 
debido a que es el investigador del hecho delictivo y consecuentemente es el 
defensor del Estado y de la legalidad y/o de uno de los agraviados según sea el 
caso. 





De acuerdo con Silvina y Otrocki la formulación de los objetivos de investigación 
son los puntos de referencia que guiarán el trabajo investigativo y fijan los alcances 
de la investigación, por tanto, los objetivos de investigación son construcciones del 
investigador para abordar el problema de investigación, significando ello que están 
en estrecha relación con la pregunta de investigación, en tal sentido los objetivos 
son la expresión de un resultado que se quiere lograr. (2013, pp. 1-2). 
Es por eso, que en el presente trabajo de investigación se han establecido puntos 
íntimamente relacionados con los problemas de investigación, dado que no se 
pretende adquirir un nuevo conocimiento respecto a la correcta imputación en las 
investigaciones tramitadas por parte del Ministerio Público. 
Objetivo general 
Determinar la afectación que ocasiona la inadecuada aplicación del principio de 
imputación necesaria en los procesos de investigación de los delitos de lavado de 
activos. 
Objetivos específicos 1 
Determinar el impacto en el derecho a la presunción de inocencia, Principio de 
legalidad, imputación concreta y el debido proceso de los investigados en relación 
a la inadecuada aplicación del principio de Imputación Necesaria en los procesos 
de investigación de los delitos de lavado de activos. 
Objetivos específicos 2 
Analizar apreciaciones sobre la efectividad de la aplicación del principio de 
Imputación necesaria en los procesos de investigación de los delitos de lavado de 
activos. 





De acuerdo con Hernández, Fernández y Baptista (2014, p. 104)., las hipótesis son 
las guías de una investigación, por tanto, indicará lo que hemos tratado de probar y 
se definen como explicaciones tentativas del fenómeno investigado, asimismo 
indica que son respuestas provisionales a las preguntas de investigación.  
Por consiguiente, es por eso que en el presente trabajo se han planteado hipótesis 
directamente relacionadas a los problemas de investigación. 
Supuesto general  
La afectación que ocasiona la inadecuada aplicación del principio de imputación 
necesaria en los procesos de investigación de los delitos de lavado de activos 
Supuesto específico 1 
Que la adecuada imputación necesaria efectuada por parte del representante del 
Ministerio Publico permitirá reducir las nulidades en los procesos de lavado de 
activos. 
Supuesto específico 2 
Que la adecuada aplicación del principio de imputación necesaria permitirá que los 














































2.1. Tipo de Investigación 
De acuerdo con Hernández, Fernández y Baptista, la investigación cualitativa está 
enfocado a entender los fenómenos, explorándolos desde la perspectiva de los 
participantes en un ambiente natural y en relación con su contexto, siendo el 
propósito el examinar la forma en que los individuos perciben y experimentan los 
fenómenos que los rodean (2014, p. 502). 
Es por eso que la presente investigación ha sido basada en el uso del método 
cualitativo. 
Tipo de Metodología 
La presente investigación usa el método cualitativo, con lo cual el investigador 
informa con franqueza, claridad y precisión, respecto a los puntos que él mismo 
realiza del mundo penal, así como las vivencias que recoge de las personas.  
(Alva, Hoyos, Cabanillas y Leyva, Metodología de la Investigación. P.114), de igual 
modo el investigador se aproximará a una persona real que está presente en el 
mundo y que puede en cierta medida, ofrecernos información sobre sus propias 
experiencias, opiniones, valores, etc., por medio de un conjunto de técnicas o 
métodos como las entrevistas, el estudio de casos o el análisis jurisprudencial.   
Tipo de Investigación 
De acuerdo con Chacón, la investigación básica también llamada pura o 
fundamental, que produce conocimiento y teorías. Permite la ampliación del 
conocimiento científico gracias a la creación o modificación de teorías (2012, p. 6). 
Por consiguiente, cabe mencionar que la presente investigación es de tipo básica, 
puesto que estuvo “ligada a buscar mayores conocimientos, sin un fin práctico 
específico e inmediato, sino que, tiene como fin crear un cuerpo de conocimiento 
teórico sobre los fenómenos educativos, sin preocuparse de su aplicación práctica. 




Ilustra y brinda conocimientos y conlleva a la solución de problemas amplios y de 
validez general.” (Dirección de Investigación, 2014, p.3). 
Finalmente, obligatorio mencionar que el nivel de estudio es descriptivo ya que se 
observaron los fenómenos tal y como sucedieron en la realidad, por lo que se pudo 
describir las características y cualidades del fenómeno analizado. 
2.2. Diseño de Investigación 
De acuerdo con Rodríguez, Gil y García quienes citan a Van, la investigación 
fenomenológica es la descripción de los significados vividos, tratándonos de aclarar 
los significados en los que nos encontramos inmersos en nuestro transcurrir diario 
y no en las relaciones estadísticas; señalando asimismo que la investigación 
fenomenológica es la demostración dados en la conciencia (1996, 17-18). 
Por consiguiente, el presente trabajo de investigación se utilizó el diseño 













2.3. Caracterización de Sujetos 
Para el desarrollo de las entrevistas, se tuvo consideración el perfil de cada persona 
entrevistada, por lo cual se utilizó la siguiente tabla:  
 







































































































































Fuente: Elaboración propia del autor 












Años de Experiencia 




Para el desarrollo de la 
entrevista, se tendrá en 
consideración el puesto 





Delitos de Lavado de 
Activos y Pérdida de 







Para el desarrollo de 
la entrevista, se tendrá 
en consideración los 
años de experiencia 
en la materia sea de 
Derecho Penal o 
Derecho Procesal 
Penal o que hayan 
laborado en las 
Fiscalías de Lavado 
de Activos u otras 
Fiscalías donde exista 
similitud respecto al 




















Para el desarrollo de 
la entrevista, se tendrá 
en consideración el 
rango de ingresos 
mensuales de cada 
juez o especialista 
asistente judicial, 
estableciéndose una 
escala de acuerdo a 
cuantas personas se 
viene investigando a 
través de los 
diferentes  
Fuente: Elaboración propia del autor 
Por otro lado, para el desarrollo de los cuestionarios dirigidos a los fiscales, se tuvo 
como único perfil el que pertenezcan o hayan pertenecido al Ministerio Público y/o 
Fiscalía de Lavado de Activos. 




- Decreto Legislativo 1106 
- Acuerdo Plenario 02-2010 
- Acuerdo Plenario 04-2012 
- Ley 30077 
- Primer Acuerdo Plenario sobre los delitos de Lavado de Activos 2017 
- Acuerdo Plenario 01-2017 




2.4. Población y muestra 
En el estudio seguido no se determinará población y muestra específica, debido a 
la naturaleza de la investigación cualitativa, pues se busca - describir, explicar y 
comprender el fenómeno de estudio, no obstante, puede considerarse como 
población a los colaboradores entrevistados. 
2.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 
2.5.1. Técnicas de recolección de datos  
En palabras de Tejada (1997, p.95) la recogida de datos es de “las fases más 
importantes del proceso de investigación científica”. Lo que ha de considerar un eje 
indispensable de la investigación en el cual se retira la información que va a ser 
analizada. 
Opina Arias (2006) manifiesta que son distintas las formas de obtener información 
como, por ejemplo: la entrevista, la observación. La técnica es la forma como se va 
aplicar el instrumento. 
En la presente investigación se ha considerado a la entrevista como la técnica que 
proveerá de información y datos útiles que permitirán analizar y comprender al 
objeto de estudio, luego entonces responder a los objetivos, supuestos jurídicos y 
preguntas planteadas y finalmente obtener resultados y respuestas que se 
convertirán en conocimiento. Además, se utilizará la técnica de análisis documental.  
En ese sentido, la recolección de datos en la investigación cualitativa resulta 
fundamental, dado que permite obtener datos e información de personas, seres 
vivos, comunidades o contextos en profundidad; en las propias formas de expresión 
de cada uno de ellos. Si la investigación versa en seres humanos lo que importará 
son sus opiniones, conceptos, percepciones, creencias, vivencias pensamientos 
expresados en su lenguaje natural. (Hernández et al, 2014). 




Asimismo, Importa precisar que, en una investigación cualitativa, la información 
obtenida no pasará por el filtro de la estadística, salvo casos particulares. 
Las técnicas que se utilizarán en la presente investigación son: 
La entrevista 
Mediante la cual se recolectará opiniones de expertos en seguros y Derecho 
Ambiental. Según Gómez (2012, p.85), la entrevista “Se basa en un diálogo, dirigido 
por el entrevistador, encaminado a obtener información sobre el tema investigado; 
el diálogo implica, en este caso, diversos cuestionamientos planteados al 
entrevistado”. 
2.5.2. Instrumento de Análisis registro documental   
A través de esta técnica se analizó las diferentes fuentes documentales como por 
ejemplo: libros, jurisprudencia y leyes relativas al objeto de estudio. 
Ávila (2006, p. 50) citando a Baena (1985), señala que “la investigación documental 
es una técnica que consiste en la selección y recopilación de información por medio 
de la lectura y crítica de documentos y materiales bibliográficos, de bibliotecas, 
hemerotecas, centros de documentación e información “(p. 72). 
Esta técnica resulta importante en nuestra investigación porque nos permitirá 









2.6. Método de análisis de datos  
Arias (2006, p. 111), sostiene que: “los instrumentos son los medios materiales que 
se emplean para recolectar los datos: ejemplo: fichas, formato de cuestionario, guía 
de entrevista”  
Con respecto al instrumento de recolección de datos, dada la naturaleza de la 
técnica empleada (entrevista) en el estudio seguido, corresponde utilizar: 
Método deductivo  
El razonamiento deductivo permitió, al final de la investigación, deducir conclusiones 
y consecuencias, respecto a las imputaciones en un proceso penal. 
Método inductivo 
Este método permitió explicar los resultados particulares en un contexto más amplio 
o general. Es decir, al analizar las normas jurídicas, doctrina, jurisprudencia y los 
datos obtenidos de los entrevistados permitieron entender mejor las imputaciones. 
Método sistemático 
El análisis de los datos se realizó de manera sistemática, es decir se analizó todo el 
ordenamiento jurídico, buscando respuestas a las preguntas materia de 
investigación.  
Método exegético 
La exegética procura resolver el problema del derecho, para ello utiliza la 
interpretación que permite comprender el sentido de las normas jurídicas, desde 
tres perspectivas: gramatical, lógica y teleológica.  
En ese sentido, el aporte de este método facilitó darles sentido a los textos 
normativos relativos a la imputación necesaria frente, a las normas de lavado de 
activos. 





Permite descomponer las unidades de análisis en categorías a fin de analizar a 
profundidad el objeto de estudio.  
2.7 Guía de entrevista 
La cual se basará en preguntas abiertas relacionadas a los objetivos de la 
investigación que deberán contestar los participantes. 
Guía de análisis de normas, mediante la cual se analizará los delitos de lavado de 
activos. 
Guía de análisis jurisprudencial, con este instrumento se analizará jurisprudencia 
relativa a los delitos de lavado de activos 
Validación y confiabilidad 
En la validez de un instrumento, Monje (2011, p. 166) hace referencia, es “(…) 
Construirlo una vez que las variables han sido especificadas y definidas, para que 
estas sean las que se trabajen y no otras; de la misma forma se podrá solicitar a 
expertos en el tema, ayuda para que revisen el instrumento y así se pueda 
determinar si cumple con la finalidad establecida”. 
2.8. Aspectos éticos 
El proceso de estudio en la investigación seguida se está realizando con estricto 
respeto a las normas de Derechos de Autor contempladas en el Decreto Legislativo 
N° 822. Asimismo, se respetará la veracidad de los resultados; el respeto a las 
convicciones políticas e ideológicas de los entrevistados; rigor en la redacción 
respetando las normas American Psychological Association (APA).  
 
 



























Recolección y organización de datos. 
 
Considerando lo señalado por Day (1995), los resultados deben ser breves y claros, 
ya que representan los nuevos conocimientos que se están aportando, evitando la 
redundancia, duplicación o triplicación de información. 
3.1. Descripción de resultados de la Técnica de Entrevista 
Con las entrevistas realizadas a los especialistas en la materia como lo son el 
personal tanto de Asistente en Función Fiscal y Fiscales de dicho despacho, 
ampliaran el conocimiento de los ciudadanos, así como ha enriquecido la 
información de la presente investigación. 
En el presente estudio, las preguntas se formularon en función directa con los 
objetivos antes planteados, por consiguiente, las respuestas dadas por los expertos 
será a partir de los siguientes bloques temáticos y objetivos de investigación; 
iniciándose con la descripción de los resultados respecto al objetivo de la 
investigación que consisten en determinar la afectación que ocasiona la inadecuada 
aplicación del principio de imputación necesaria afectaría los procesos de 
investigación por delitos de lavado de activos.  
Respecto a la afectación que ocasiona la inadecuada aplicación del principio de 
imputación necesaria afectaría los procesos de investigación por delitos de lavado 
de activos, Gómez (2017), indicó que si afectaría la inadecuada aplicación ya que 
si no, no habría una imputación y por lo tanto habría un posterior sobreseimiento. 
Lozada y Osorio (2017) manifestó que si, afectaría la investigación, pues si no se 
establece desde un inicio una adecuada directriz de la investigación y basamento 
legal, tampoco sería posible armar una teoría del caso idónea;  pues si bien es cierto 
a nivel preliminar y/o al momento de formalizarse solo es necesario hechos o datos 
básicos, estos deben tener coherencia, que permitan establecer una línea de 




investigación, imputación e identificación de los hechos ilícitos, caso contrario y al 
tratarse de investigaciones complejas, la carpeta fiscal se llenaría de actos 
individuales incongruentes que dilatarían y/o entorpecerían la investigación. 
Velásquez, Niño y Espinoza (2017), aborda que sí, debido a que se estaría negando 
el derecho a la defensa del investigado, así como también se estaría vulnerando un 
derecho procesal, el cual sería conocer los cargos que se le atribuyen al imputado 
desde el inicio de la investigación, sino que además también limitaría a que el 
investigado ejerza una adecuada defensa, asimismo afectaría y se estaría 
atentando los derechos fundamentales que se encuentran registrados en la 
Constitución Política del Perú. 
Por otro lado, Infante (2017), hace referencia a que afectaría los procesos de 
investigación, dado que al no haber imputado correctamente los hechos que se 
imputa al presunto autor del delito, no se podría recabar los elementos de convicción 
y la prueba que determine su responsabilidad penal o en todo caso su inocencia.  
En tanto Espinoza, Niño, Velásquez, (2017), refiere que al no aplicarse 
adecuadamente el principio de imputación necesaria se está vulnerado 
esencialmente el derecho a la defensa, del investigado, así como el principio de 
legalidad. Advirtiéndose que dicha falencia, traería como consecuencia que la parte 
investigada acuda en vía de tutela de derechos a fin de que se corrija el error, y el 
Fiscal garantice y cumpla con una adecuada imputación.  
Consecuentemente Lozada y Osorio (2017), las consecuencias jurídicas o hechos 
concretos de una inadecuada aplicación del principio de imputación necesaria, 
serian dilatar innecesariamente una investigación, ya que esta se basa 
principalmente en indicios o hechos coherentes que se refuerzan entre sí.  




Por tanto, Gómez e Infante (2017), hacen referencia que una de las consecuencias 
jurídicas por una aplicación de una inadecuada aplicación del principio de 
imputación necesaria recaería en un sobreseimiento, debido a que la imputación es 
la columna vertebral en toda investigación penal.  
En cuanto Infante (2017), el principio de imputación necesaria será eficiente en la 
medida que se precise correctamente y desde el inicio de la investigación.  
Gómez (2017), hace referencia a que los hechos realizados por la imputación tienen 
que ser acorde con el delito en sí y ello concordará con sus elementos de convicción.  
Lozada y Osorio (2017), refiere que, en los casos complejos, los plazos son mucho 
mayores, y el hablar de imputación necesaria o concreta va a ser muy ambiguo.  
Velásquez (2017), indica que la imputación necesaria debe de ser aplicada desde 
el principio de toda investigación, es decir, desde la primera disposición que emite 
el fiscal, a fin de que el investigado sepa realmente que hechos precisos son los 
que se le están imputando y así pueda ejercer su defensa.  
Espinoza y Vin (2017), alegan que el principio de imputación necesaria debe de ser 
más eficiente que contundente,  
Asimismo, continuando con la descripción de los resultados, el objetivo específico 
1 de la presente investigación es; Determinar el impacto en el derecho a la 
presunción de legalidad, presunción de inocencia, principio de legalidad, imputación 
concreta acusatoria y debido proceso de los investigados en relación a la 
inadecuada aplicación del principio de imputación necesaria en los procesos de 
investigación de los delitos de lavado de activos.  
Infante (2017), en tanto refiere que aplicando u observando la presunción de 
legalidad, presunción de inocencia, principio de legalidad, imputación contradictoria 




acusatoria se afirma al principio de imputación necesaria, pues a través de ellos es 
que se lograra una correcta imputación necesaria. Dado que, por el principio de 
legalidad, solo se puede imputar un hecho que previamente este previsto en la ley 
como delito. 
Niño (2017), por cuanto alega que una imputación no va de la mano con el principio 
de legalidad, puesto que conlleva a determinar la no existencia de delito, por lo que 
el investigado, ejerciendo su derecho de defensa, puede deducir excepción de 
improcedencia de acción, por vulneración al principio de legalidad.  
Espinoza (2017), Asimismo señala que el impacto es positivo, puesto que una 
adecuada aplicación del principio de imputación necesaria, es concordante con el 
respeto a los principios de legalidad, presunción de inocencia, contradicción, 
acusatorio y las demás garantías existentes.  
Velásquez (2017) sustenta que los hechos deben de estar materializados en una 
debida imputación, una imputación que no está guiada bajo los lineamientos de la 
legalidad va a terminar con un pronunciamiento del juez archivando el caso.  
Lozada y Osorio (2017), señala que el conflicto que generaría en la ambigüedad al 
momento de su aplicación, pues si hablamos de una investigación preparatoria no 
debemos llevar los mismos argumentos de la investigación preliminar, debido a que 
la presentación de los cargos sea puntual y exhaustiva, que permita desarrollar 
juicios razonables y no solo para concluir en un sobreseimiento. En tal sentido si 
hablamos de seudo imputaciones genéricas, carentes de fundamentos jurídico y 
probatorio, entonces se vulnera el derecho a la defensa al no presentarse una 
imputación concreta que le permita defenderse.  
Gómez (2017), hace alusión que estos principios deben ser primordiales en toda 
imputación necesaria.  




Gómez (2017), alega seria el mismo que todo principio debe generar.  
Lozada y Osorio (2017), da a conocer conforme se ha ido señalando en 
respuestas anteriores, si no contamos con una imputación clara, precisa, 
explicita, detallada e individualizada, que cumpla los requisitos de una imputación 
concreta, por lo que se estaría vulnerando el debido proceso. 
Niño (2017), El impacto generado, como consecuencia de una adecuada aplicación 
del principio de imputación concreta, se verá reflejado en el adecuado respeto al 
derecho de Defensa y, con ello, al debido proceso. 
Infante (2017), El principio de imputación necesaria se encuentra íntimamente 
vinculado con las garantías esenciales del debido proceso, con los principios: 
acusatorio, de defensa y de contradicción, en cuanto al derecho irrecusable el 
imputado de conocer con toda precisión y exactitud el delito que se le atribuye 
haber cometido; Así, cuando el Fiscal pone en conocimiento del investigado los 
hechos que se le imputan, esta comunicación para ser válida debe ser concreta, 
clara, expresa y precisa; además que sus bases deberán estar previa y 
legalmente integradas en la actuación, antes del acto de comunicación. Pues si 
el propósito de la imputación es el que el ciudadano involucrado inicie sus actos 
de defensa, esto puede verse afectado si la información es incompleta, 
imprecisa, capciosas, y no tiene bases previas de comunicación. 
Espinoza (2017), Una adecuada imputación nos va traer como consecuencia que 
los procesos penales por delitos de Lavado de Activos se desarrollen 
normalmente y sin demoras, trayendo como consecuencia de ser el caso que se 
consigan sentencias condenatorias definitivas. 
Velásquez (2017), El impacto generado producto de una mala imputación, estaría 
infringiendo el adecuado respecto al derecho de la defensa, así mismo estaría 
vulnerando principios de la debida motivación, en razón a que siempre una decisión 
judicial tiene que estar debidamente argumentada, precisando los fundamentos de 




derecho facticos y jurídicos que todo justiciable debe de acceder por ser un derecho 
fundamental. 
Niño (2017), indica que el principio de imputación necesaria está relacionado al 
Principio de Legalidad e igualdad de armas. 
 
Infante (2017), El principio de imputación concreta no solo está relacionado con 
las garantías procesales de defensa y contradicción, sino también con la 
exigencia constitucional de la debida motivación, pues si en la sentencia judicial 
no se especifica e individualiza la imputación jurídico-penal, se afecta el derecho 
de los justiciables de obtener una decisión fundada en Derecho, donde se precise 
de manera fáctica y jurídica, las razones por las cuales se arriba a tal o cual 
parecer. 
Gómez (2017), El principio de imputación concreta alega que está relacionado 
con todos los principios del proceso penal. 
Espinoza (2017), Todos los principios y garantías procesales guardan relación 
entre si, en el caso concreto de la imputación concreta se relaciona más con el 
respeto al derecho a la defensa, el debido proceso, los principios de legalidad y 
de presunción de inocencia. 
Osorio (2017), Al igual que todo procedimiento legal, al debido proceso, derecho 
a la defensa, responsabilidad objetiva y otros. 
Velásquez (2017), Vista desde una mala e incorrecta imputación los principios que 
se estarían violentando serian a todo procedimiento legal, al debido proceso, 
derecho a la defensa, acusatorio, principio de interdicción de la arbitrariedad, 
responsabilidad objetiva y otros, asimismo, el presente principio materia de 
entrevista guarda relación con todos los principios, derechos y garantías del 
proceso penal peruano. 
 




Velásquez (2017), alega que dicho principio está ligado al Principio de legalidad, 
debida motivación. 
Asimismo, continuando con la descripción de los resultados, el objetivo 
específico 2 de la presente investigación es: Determinar el impacto sobre la 
efectividad de la aplicación del principio de Imputación necesaria en los 
procesos de investigación de los delitos de lavado de activos. 
 
Velásquez (2017), indica que El derecho que se estaría vulnerando seria solo 
el derecho de defensa al no permitirles saber que hechos precisos o concretos 
que son materia de investigación, al no brindarles una correcta información del 
delito supuestamente cometido por el investigado. 
Lozada y Osorio (2017) da a conocer que no, necesariamente, la carencia de leyes 
claras más acordes con la realidad y la incapacidad de los operadores del derecho 
en interpretarla debidamente, generaría posiblemente una vulneración al debido 
proceso. 
Espinoza (2017), indica que No, porque el estado tiene el deber constitucional 
de proteger a la población de las amenazas contra su seguridad, en este caso 
es obligación de todo estado, de derecho luchar. y erradicar todo tipo de actividad 
criminal, más aún si se trata de delitos graves y pluriofensivos, como es el caso 
del Lavado de Activos. 
Gómez, (2017), hace referencia a que en su opinión no lo cree así, pues la 
presunción de inocencia y debido proceso es uno de los principios que debe de 
verse en toda investigación así sea por delito de lavado de activos. 
Infante (2017), Considera que, si se vulnera el principio de presunción de 
inocencia y debido proceso en las investigaciones por los delitos de lavado de 
activos, sin embargo los operadores de justicia tienen que aplicar las normas y 
jurisprudencia vigente respecto al delito de lavado de activos, sobre todo por 




cuestiones de política criminal. 
Niño (2017), indica que el derecho que se vulneraria sería el de Defensa como 
parte del Debido proceso. El Derecho de Presunción de Inocencia no. 
Niño (2017), considera que el hecho de que se haya precisado la autonomía 
relativa del delito de Lavado de Activos por la Corte Suprema, no necesariamente 
garantiza el respeto al principio de Imputación Necesaria, en tanto que ello debe 
de ser puesto de manifiesto por el Fiscal al momento de imputarle algún delito, 
en el cual desarrolle de forma clara y precisa el modo, forma y circunstancias en 
que presuntamente se habría desplegado la comisión del delito. 
Infante (2017), considera al delito de Lavado de activos como un delito autónomo 
abre la posibilidad de formalizar una investigación preparatoria, bastando un 
informe de desbalance patrimonial de una persona y que el proceso penal al que 
se someta gire en torno a enriquecimiento, y no se investigue el presunto delito 
previo, lo cual vulnera el derecho básico y fundamental a la defensa, 
específicamente en el extremo denominado por la doctrina del principio de 
imputación necesaria. 
Gómez (2017), se refiere a un adecuado proceso de acuerdo a lo establecido a las 
normas jurídicas y a una posterior sentencia. 
Espinoza (2017), refiere que si, en el sentido que si bien es cierto el delito de Lavado 
de Activos es autónomo, el Ministerio Publico tiene la obligación de informar al 
investigado los cargos o hechos imputados, incluye los hechos relacionados con el 
presunto origen ilícito de los dineros y/o bienes producto de lavado. 
Osorio (2017), La norma exige un origen ilícito, lo que hace necesaria la noción o 
conocimiento de un delito previo, necesaria para una imputación concreta. 
Lozada (2017), indica que si así como está planteada la norma especial, podría 
darse en determinados casos. La norma exige un origen ilícito, lo que hace 
necesaria la noción o conocimiento de un delito previo, necesaria para una 





Velásquez (2017), Considera el delito de Lavado de activos como un delito 
autónomo abre la posibilidad de formalizar una investigación preparatoria, 
bastando un informe de desbalance patrimonial de una persona y que el proceso 
penal al que se someta gire en torno a enriquecimiento, y no se investigue el 
presunto delito previo, lo cual vulnera el derecho básico y fundamental a la 
defensa, específicamente en el extremo denominado por la doctrina del principio 
de imputación necesaria. 
Velásquez (2017), refiere que una adecuada imputación concreta si beneficia la 
investigación por el delito de lavado de activos, puesto que desde el inicio se sabría 
qué hechos relevantes y concretos se van a investigar generando la celeridad del 
caso. 
Lozada y Osorio (2017), refiere que sí, considera que una cabal imputación 
concreta, fáctica, jurídica, con identidad de fundamento, se deriva de una bien 
planteada teoría del caso, necesarios para una investigación más coherente y en 
tal sentido vulnera menos derechos fundamentales. 
Espinoza (2017), refiere que sí, puesto que, al constituir una garantía procesal, va 
a permitir un adecuado desarrollo del proceso penal, no solo en el caso del delito 
de Lavado de Activos, sino también para el procesamiento de todos los delitos. 
Gómez (2017), alega que sí, siempre que esté debidamente motivada y protegiendo 
derechos fundamentales. 
 
Infante (2017), refiere que una adecuada imputación concreta si beneficia la 
investigación por el delito de lavado de activos, dado que al haber precisado de 
manera clara y precisa los hechos imputados, se realizaran conclusiones 
adecuadas y la decisión final a la que se llegue será correcta y en merito a ello 
se podrá archivar, formalizar la investigación, solicitar sobreseimiento o acusar y 
eso no vulnera ningún derecho fundamental.  




3.2. Descripción de resultados de la Técnica de análisis jurisprudencial 
 
Que, del análisis realizado a las opiniones de las personas entrevistadas, se llega 
como resultado a opiniones diferentes entre los mismos operadores del derecho. 
 
La Casación 92-2017, Arequipa fue duramente criticada estos días, y esto 
respondió, Ministerio Público dixit, a que se trataba de una decisión que favorecía 
la impunidad del blanqueo de capitales, al punto que convertía a nuestro país en un 
«paraíso fiscal». El Pleno realizado hoy, tal como estaba programado, se dividió en 
tres asuntos: 
a) La autonomía del delito de lavado de activos, en función a lo establecido en 
el artículo 10 del Decreto Legislativo N° 1106, modificado por el Decreto 
Legislativo N° 1249, esto es, de la actividad criminal que produce dinero, bienes, 
efectos o ganancias. 
b) La necesidad de la noción de «gravedad» en los delitos que generan activos 
ilegales que serán objeto de operaciones de lavado de activos y su relación con la 
fórmula legal …cualquier otro con capacidad de generar ganancias ilegales, 
establecida en el segundo párrafo del artículo 10 del Decreto Legislativo N° 1106, 
modificado por el Decreto Legislativo N° 1249. 
c) El estándar de la prueba del delito de lavado de activos y su relación con 
el origen delictivo del dinero, bienes, efectos o ganancias o de la actividad criminal 
que produce dinero, bienes, efectos o ganancias (artículos 1 y 2 del Decreto 
Legislativo N° 1106, modificado en el último artículo por el Decreto Legislativo N° 
1249), así como los ámbitos e intensidad que, en su caso, debe comprender su 
probanza, tanto en sede de investigación preparatoria, como de acusación.  
 




La Sentencia Plenaria Casatoria 1-2017/CIJ-433, de fecha 11 de octubre del 2017, 


















































































Discusión de resultados: 
 
La discusión es la parte central de la investigación y en ella se analizan e interpretan 
los resultados. “Haga hincapié en aquellos aspectos nuevos e importantes del 
estudio y en las conclusiones que se deriven de ellos. No debe repetir, de forma 
detallada, los datos y otras informaciones ya incluidas en los apartados de 
introducción y resultados” (Internacional Committee of Medical Journal Editors, 
2003: 9). 
 
Se analizarán cada una de las variables y se establecerán las relaciones entre ellas. 
“La discusión debe terminar haciendo un breve resumen de las conclusiones sobre 
la significación del trabajo” (Day, 1995: 45). 
 
En el presente apartado se discutieron los datos obtenidos de las diferentes fuentes, 
los cuales sirvieron para confirmar o desmentir los supuestos jurídicos de la 
investigación. Asimismo, la discusión implica cotejar, comparar y contrastar los 
datos obtenidos de los entrevistados. El primer Pleno Casatorio penal de la Corte 
Suprema de Justicia de la República, de fecha once de octubre del dos mil 
diecisiete, con la información de la doctrina, conclusiones de los trabajos previos 
nacionales e internacionales, permitiendo generar las conclusiones y el aporte 
jurídico al conocimiento científico.  
Además, para efectos didácticos los objetivos han sido adecuados de acuerdo a su 
contenido temático. El primero corresponde al objetivo general, el segundo al 
objetivo específico 1, y el tercero al objetivo específico 2, quedando de la siguiente 
manera:  
 













Teniendo que las personas entrevistadas son operadores del derecho, 
personas que se encuentran actualizados en el tema de la imputación y sobre 
todo en los delitos de lavado de activos, comparten una misma opinión entre 
sí.  
Asimismo, el auto del trabajo realizado, difiere en parte debido a que no 
solamente no se vulnera solamente el derecho a la defensa, sino que el autor 
llega a la conclusión que todo empieza con la toma de conocimiento por parte 
del presunto autor del delito ya que, partiendo de ahí, podemos tener 
conocimiento a lo que vamos a ser sometidos y sobre todo el derecho de 
poder defendernos y sobre todo poder llevar un correcto debido proceso y 
que este no se vea vulnerado.  
Cabe mencionar que la inadecuada aplicación del mismo por una mala 
imputación no solamente corre riesgo de que se vulnere derechos 
fundamentales, no solamente se transgrede los principios generales del 
Objetivo General: Determinar la afectación que ocasiona la inadecuada 
aplicación del principio de imputación necesaria en los procesos de 
investigación de los delitos de lavado de activos. 
 
Supuesto General: La afectación que ocasiona la inadecuada 
aplicación del principio de imputación necesaria en los procesos de 
investigación de los delitos de lavado de activos son los procesos o 
investigaciones una vez formalizados, estos son rechazados por los 
magistrados del Poder Judicial. 
 




derecho y sobre todo los principios procesales del derecho penal. Asimismo, 
de ser rechazado por el Poder Judicial en vista de que el Fiscal no ha 
realizado correctamente su imputación, asimismo por esta última omisión 
grave del fiscal, este puede ser sometido a una queja o denuncia por parte 
del presunto investigado o presuntos investigados, según sea su condición.  








Diferimos a lo dispuesto por un entrevistado en tanto que el principio de 
imputación necesaria o concreta no va de la mano con el principio de 
legalidad, puesto que; el Ministerio Público como parte investigadora y 
defensora de la legalidad no puede dejar pasar, violar, pisotear e ir en contra 
de sus propios principios y a su vez ir en contra de su accionar en la 
persecución de los delitos cometido por los infractores delictuosos, es así que 
el Estado no debe vulnerar los derechos de los investigados, pues este, 
podría caer en una tutela de derechos. 
De igual forma, el impacto que este a su vez puede generar va de la mano 
con los actos investigatorios y principios generales del derecho penal, y visto 
desde ese punto no podría caer en nulidad, queja u/o denuncia al operador 
de justicia. Dicha nulidad en el caso que sea presentado por el presunto 
Objetivos Específicos 2: Analizar apreciaciones sobre la efectividad de la 
aplicación del principio de Imputación necesaria en los procesos de 
investigación de los delitos de lavado de activos 
Supuesto Específico 1: Que la adecuada imputación necesaria efectuada 
por parte del representante del Ministerio Publico permitirá reducir las 
nulidades en los procesos de lavado de activos. 
 




investigado o presuntos investigados, van a tener todo a favor de ellos, para 
que se deje nulo todo lo actuado, todo lo investigado, perjudicando 
gravemente toda la investigación realizado por parte del operador del 
derecho o representante de la Ley, como lo es el Fiscal.  








Por cuanto, el autor del presente trabajo ha llegado a diferir con el 
entrevistado por la simple y sencilla razón de que no la aplicación de una 
correcta imputación necesaria está establecida por el acuerdo plenario 2-
2010, emitida por la Corte Suprema de Justicia, asimismo de que ya 
pertenece a la forma idónea e importante de las imputaciones modernas.  
Asimismo, una adecuada aplicación del principio de imputación necesaria va 
a permitir conocer y terminar un proceso en un plazo establecido, salvo los 




Objetivos Específicos 2: Analizar apreciaciones sobre la efectividad de la 
aplicación del principio de Imputación necesaria en los procesos de 
investigación de los delitos de lavado de activos. 
 
Supuesto Específico 2: Que la adecuada aplicación del principio de 
imputación necesaria permitirá que los procesos de investigación 
concluyan en plazos establecidos por ley. 
 
 












































El principio de imputación necesaria y el delito de lavado de activos en la Segunda Fiscalía 
de Lavado de Activos, todo operador debe de tener en mente, conocer y sobre todo 
comprender a la perfección, lo que es una imputación y sobre todo saber delimitar las 
normas comprendidas y tratar de adecuar el tipo penal con los actos delictuosos con el que 
el presunto investigado no presente un acto constitucional en el cual se violenten y se vean 




El principio de imputación necesaria y el delito de lavado de activos en la Segunda Fiscalía 
de Lavado de Activos, no todo gira en el sentido del derecho a la defensa como primer 
principio, sino que, parte del conocimiento que se le pone a la otra persona, es decir el 
conocimiento mediante la notificación del caso u investigación en el cual se le está 
siguiendo, una vez dada a eso, recién se podrá dar uso al derecho a la defensa como a los 




El principio de imputación necesaria y el delito de lavado de activos en la Segunda Fiscalía 
de Lavado de Activos, las malas imputaciones realizadas por los operadores del derecho o 
defensores de la legalidad, siempre van a ser rechazadas por los magistrados del Poder 
Judicial, esto por no saber su teoría del caso y sobre todo la secuencia de los actos 
delictuoso y sobre todo en sus diversas modalidades, asimismo posteriormente la defensa 
del presunto investigado podrá interponer una queja, habeas corpus e incluso a través de 
la denuncia interpuesta ante el órgano de control, este podrá aperturar proceso al defensor 
de la legalidad por el mal uso de sus funciones, conforme a ley. 
 
 























































El Estado Peruano, a través del Ministerio Público, debe implementar, capacitar, 
actualizar a su personal que viene laborando para que de esa manera conozcan a 
la perfección el principio de imputación necesaria y el delito de lavado de activos, 
debido a que en estos momentos no se conoce que toda imputación concreta exige 
para su configuración tres elementos: proposiciones fácticas, calificación jurídica y 
evidencia o medios de convicción. 
 
Segunda.- 
El Estado Peruano, actualmente a través de la Defensoría Pública, a través de la 
Dirección General de Defensa Publica y Acceso a la Justicia, así como la defensa 
técnica de los investigados no deben de estar recargando las labores investigadoras 
de las Fiscalías de Lavado de Activos, con la sumilla “señale imputación necesaria”, 
cuando ni siquiera se ha configurado las proposiciones fácticas, razón por el cual 
constituye una perversión de la defensa. 
 
Tercero.- 
El Estado Peruano, a través del Ministerio Público, debe de coordinar con las demás 
entidades del Estado a fin de que la información requerida o solicitada, no es 
remitida con el tiempo estimado, quitándole fuerza y contundencia a la imputación 
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El principio de imputación necesaria y el delito de lavado 






¿En qué medida la inadecuada aplicación del Principio de 
Imputación Necesaria por parte de la Fiscalía afectaría los 












Problema Especifico 1 
¿En qué medida la inadecuada aplicación del Principio de 
Imputación Necesaria afectaría al inculpado en un proceso 
de investigación por delitos de Lavado de Activos? 
Problema Específico 2 
¿En qué medida es inadecuada la efectividad de la 
aplicación del principio de Imputación necesaria en los 
procesos de investigación de los delitos de lavado de 
activos? 
 










La afectación que ocasiona la inadecuada aplicación del 
principio de imputación necesaria en los procesos de 











Supuesto Específico 1 
 
Que la adecuada imputación necesaria efectuada por parte 
del representante del Ministerio Publico permitirá reducir 
las nulidades en los procesos de lavado de activos. 
 
Supuesto Específico 2 
 
Que la adecuada aplicación del principio de imputación 
necesaria permitirá que los procesos de investigación 






Determinar la afectación que ocasiona la inadecuada 
aplicación del principio de imputación necesaria en los 












Objetivos Específicos 1 
 
Determinar el impacto en el derecho a la presunción de 
inocencia, Principio de legalidad, imputación concreta y el 
debido proceso de los investigados en relación a la 
inadecuada aplicación del principio de Imputación 
Necesaria en los procesos de investigación de los delitos 
de lavado de activos. 





Objetivos Específicos 2 
 
Analizar apreciaciones sobre la efectividad de la aplicación 
del principio de Imputación necesaria en los procesos de 








Enfoque cualitativo, deductivo 
 
TECNICAS E  











Población: Segunda Fiscalía Supraprovincial Corporativa 
Especializada en Delitos de Lavado de Activos y Pérdida 
de Dominio a nivel nacional en el extremo de Lavado de 
Activos y Organización Criminal 
























FICHA DE ENTREVISTA 
TITULO: “El principio de imputación necesaria y el delito de lavado de activos en la 







Objetivo General: Determinar la afectación que ocasiona la inadecuada aplicación 
del principio de imputación necesaria en los procesos de investigación de los 
delitos de lavado de activos. 
1.- En su condición de operador del derecho ¿Considera Ud. que una inadecuada 
aplicación del principio de imputación necesaria afectaría los procesos de 

















2.-  Para usted ¿Cuáles serían las consecuencias jurídicas y/o fácticas, de una 
inadecuada aplicación del principio de imputación necesaria en los procesos de 



















3.- Para usted ¿Qué tan eficiente y contundente puede llegar a ser el principio de 
imputación necesaria en la investigación por los delitos de lavado de activos al 













Objetivo Especifico 1:Determinar el impacto en el derecho a la presunción de 
legalidad, presunción de Inocencia, Principio de legalidad, imputación concreta 
acusatorio y debido proceso de los investigados en relación a la inadecuada 
aplicación del principio de Imputación Necesaria en los procesos de investigación 
de los delitos de lavado de activos. 
 4.- Para Usted. ¿Qué  impacto se genera en el principio de legalidad, presunción 
de inocencia, Principio de legalidad, contradicción y acusatorio, si consideramos al 



















5.- Para Usted. ¿Cuál sería el impacto que se genere en los principios de imputación 
concreta acusatorio y debido proceso, si consideramos al principio de imputación 




















6.- Para Usted ¿El principio de imputación concreta, con que otros principios 


















Objetivo Específico 2: Determinar el impacto sobre la efectividad de la aplicación 
del principio de Imputación necesaria en los procesos de investigación de los delitos 
de lavado de activos. 
7.- Considera usted. ¿Qué el derecho a la presunción de inocencia y el debido 
proceso de los investigados, se viene vulnerando en las investigaciones por lavado 




















8.- Considera usted. ¿Qué estaría garantizando el principio de Imputación Concreta 
de los investigados considerando al delito al Delito de Lavado de Activos como un 



















9.- Opina usted ¿Qué una adecuada y contundente  imputación concreta a su 
investigación va a beneficiar su investigación relacionada con el delito de Lavado 























(Validación de Instrumentos) 
 










(Entrevistas – escaneadas) 
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Determinar el impacto en el derecho a la presunción de inocencia, Principio de 
legalidad, imputación concreta y el debido proceso de los investigados en relación a 
la inadecuada aplicación del principio de Imputación Necesaria en los procesos de 
investigación de los delitos de lavado de activos 









El principio de imputación necesaria y el delito de lavado de activos en la 
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